PROYECTO DE LEY DE RADIODIFUSIÓN IMPULSADO POR EL GOBIERNO NACIONAL:

LEY DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL

- La Ley de Radiodifusión vigente es la 22285/80, sancionada durante la última dictadura militar. Limita el acceso al espectro radioeléctrico a las organizaciones con fines de lucro, lo que excluye a todas las asociaciones civiles y gubernamentales que no persiguen obtener ganancias económicas, sino promover servicios públicos. Y marca también el signo con el que se configuró el escenario mediático actual, asociado a la idea de interés público y no de servicio público, que sería lo que viene a promover la nueva norma.

· Es espectro radiofónico es escaso, por lo que es escenario de una disputa por parte de los que tienen los recursos para su apropiación. 

· La ley vigente favoreció la concentración y la desnacionalización de los medios audiovisuales.

· El proyecto que impulsa la nueva ley de radiodifusión se llama LEY DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, y es impulsado por el gobierno nacional a través del titular del Comfer, Gabriel Mariotto, Decano de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Lomas de Zamora

- El proyecto contiene más de 80 artículos que proponen una nueva legislación inspirada en los marcos regulatorios de Estados Unidos y Europa, para todos los aspectos de la comunicación mediática, y no sólo los vinculados con la propiedad. Como en el Gobierno imaginan que habrá resistencia de una parte del sector involucrado, cada artículo está fundamentado con citas de legislación comparada.

–Busca no sólo atenuar la concentración sino garantizar pluralidad, que haya muchas más voces que puedan expresarse. Para ello, se prevé que el Estado conceda licencias “en condiciones equitativas y no discriminatorias”. El proyecto oficialista limita la cantidad de licencias de un mismo dueño que prevé la actual legislación. Este es uno de los puntos que genera mayor rechazo entre los grandes multimedios. “La multiplicidad de frecuencias será permitida en tanto y cuanto no se conformen monopolios y oligopólios, que como dice el pacto San José de Costa Rica atentan contra la libertad de expresión”, dijo Mariotto el proyecto prevé “muchas menos” que las 24 que permite la actual legislación. 

- Por eso el proyecto de la ley garantiza que personas jurídicas sin fines de lucro (ong, organizacioens sociales, sindicatos, universidades, fundaciones), el Estado (medios públicos) y las personas jurídicas con fin de lucro (medios privados) dispongan del 33 por ciento del espectro cada una. 

· Se pretende fijar un marco regulatorio para el inminente desembarco en el mercado argentino de un paquete de nuevas tecnologías. En particular la televisión digital y el triple play: la posibilidad de brindar servicios de TV por cable, telefonía e Internet a través de un mismo canal Como criterio para la inclusión de nuevas tecnologías, el proyecto propone “armonizar el uso del espectro con las normas técnicas vigentes en los países del Mercosur”. En la Argentina aún falta decidir la norma de TV digital. Existe una dura puja entre la norma japonesa (elegida por Brasil), la europea (impulsada por Telefónica) y la norteamericana (que tiene entusiastas impulsores en grandes empresas locales del sector: por ejemplo Clarín, que ya habría comprado la tecnología, y que, se comenta, sería una de las razones del enojo del Grupo con el gobierno nacional).

- El Estado no puede hacer frente a la digitalización con un continente jurídico de la dictadura, afirma Mariotto. "La digitalización, con una ley adecuada a los tiempos democráticos, permitirá amplificar la posibilidad de emisión y que haya muchos más actores que puedan emitir. Eso necesita un continente jurídico adecuado. Esa es la coyuntura que lleva al Estado a sancionar urgentemente una nueva ley. Porque de lo contrario esa potencialidad técnica está atrapada en un concepto concentrador de radiodifusión como fue el que instaló la actual ley 22.285. Las nuevas tecnologías tienen que ser la excusa para nacer democratizados. Y el Estado tiene que poner un grado de racionalidad para garantizar los principios de San José de Costa Rica, que son la libertad de expresión y la pluralidad de voces".

- El proyectos se anuncia como la “próxima batalla” del gobierno en el Congreso por la "redistribución de la palabra”. "Que el proyecto provenga del Poder Ejecutivo es de valentía política y vocación por los derechos humanos", sostiene Mariotto.

-El momento político-técnico-comunicacional requiere una nueva ley. Hay una voluntad del Estado para democratizar las comunicaciones. Esta ley se fue postergando por infinidad de presiones.
-La prórroga de las licencias que otorgó Néstor Kirchner (Decreto 527/2005), y que se utiliza como argumento para cuestionar "las intenciones" de reforma de la Ley de Radiodifusión, se dio en una coyuntura en la que los titulares de frecuencias adujeron que no habían superado la crisis de 2002 y necesitaban más tiempo de titularidad para refinanciar sus deudas. El Poder Ejecutivo les asignó diez años más. Fue una coyuntura política. Que se les haya dado 10 años más no significa que no pueda haber una nueva ley de radiodifusión.

Frente al riesgo de la utilización de testaferros para mantener el control sobre los medios de comunicación, Mariotto aclaró que “con la Justicia y con el orden jurídico del Estado hay elementos de sobra para aprobar transferencias y otorgar licencias a partir de los concursos sin que ningún testaferro pueda infiltrarse”.

· Mariotto destacó el rol del Congreso en la nueva ley de Radiodifusión. "Es necesario el debate en el Parlamento para democratizar la comunicación".
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